
BOE núm. 310. Suplemento Jueves 28 diciembre 1'995 11

hechos por 'Ios que posteriormente se siguieron diligen- .
cias penales contra donJuan José· Guerra González y
otras personas. En segundo término, que el efecto directo
de los Autos impugnados, en cuanto que declararon la .
existencia -de una cuestión prejudicial penal y 'acordaron
la suspensión de las'.actuaciones, no fue otro que el
de impedir que los órg~rros jurisdiccionales pudieran ejer­
cer la tutela judicial y, en el más· breve plazo, dictar
una. resolución. en Derecho sobre ,las pretensiones ~e
los demandantes, relativas al derecho al honor que a
su juicio había sido lesionado.

Por tanto, nos encontramos ante un, supuesto en el
que la invocación del arto 24.1C.E. no puede ser separada
del derecho constituci,onal cuya inmediata tutela judicial
se ha impedido por las resoluciones judiciales impug­
nadas. Pues este Tribunal.ha declarado que si una reso­
lución judicial ha cerrado de manera injustificada, la uti­
lización .de un medio prOcesal libr.emente elegido por
el justiciable, idóneo para la protección. de los referidos
derechos fundamentales, «no sólo se habría vulnerado
el derecho. fundamental del recurrente a la tutela judicial
efectiva del arto 24. 1 C.E., sino que., en ultima instancia,
también lo habrían sido -aunque lo. fuese mediatamen­
te- los propios derechos'sustantivos reconocidos. y pro­
tegidos por el arto 18.1 C.E., íntimamente relacionado
con aquél, que trataban de hacer valer mediante la acción
procesal ejercitada» (STC 241/1991; fun_damento jurí­
dico 2.°). Y esta relación entre ambos derechos tambiéf'
puede apreciarse' en la invocación.que los recurrentes
han hecho· del derecho a la presunción de inocencia
del arto 24.2 ·C.E. al situarse en su' dimensión extrapro­
cesal, como la propia Sf;!ntencia reconoce concita de
la STC 109/1986; pues los recurrentes han sostenido
que, en atención a las reiteradas vulneraciones del dere-'
cho al honor que estimaban haberse producido, caso
de impedirse la protección por los órganos jurisdicciO­
nales de este derecho fundamental ello podría conducir
a que la presunción Que el arto 24.2 C.E. garantiza se
convierta, ante la opinión pública, en una presunción
de culpabilidad.

2. Teniendo en cuenta lo anterior, en el presente
caso la decisión de los órganos jurisdiccionales'est~man-'

do la existencia de una prejudicialidad penal no nos sitú~

ante una simple cuestión de legalidad ordinaria, respecto
a la que sólo nos correspondería apreciar en relación
con el arto 24.1C.E. si las resoluciones judiciales impug­
nadas carecen de Una motivación suficienteo'sonmani­
fiestamente irrazonables o arbitrarias (STC 48/1994,
,fundamento jurídico 4.°). En realidad, lo, que se suscita
es la efectividad del derecho fundamental al honor,.cuya
protección judicial se ha cerrado «siquiera momentánea­
mente» (STC 241/1991) al declararse la existerTcia de
una cuestión prejudicial.

En primer lugar, ello se justifica por una razón, en
sí misma suficiente, expuesta en ola propia,Sentencia de .
,la que disiento, a saber: «que la veracidad relevante ,a
los fines de verificar si una información periodíst1ca pue­
de .o no quedar amparada por bajo la protección del
art,. 20 C.E. no es, en ningún caso, la veracidad' propia
de los hechos que penalmente se tengan por probados».
Lo que entraña, ciertamente, una autonomía de .Ios
hechos presuntamente lesivos del derecho al honor a
los fines de su enjuiciamiento en el·proceso civil; auto­
nomía que sólo en circunstancias muy estrictas puede
ser excluida, 'con independencia de que la cuestión pre­
judicial penal deba ser normalmente interpretada de for­
ma restrictiva. En segundo término, las circunstancias
específicas del caso no justificaban, a mi parecer, apar­
tarsededicho principio, en atención a un dato relevante:
los hechos presuntamente lesivos del honor procedían
de una amplia serie de informacione~, artículos, repor-

tajes y caricaturas relativas al señor G,uerra González,
cón .aspectos' que incluso hacían referencia a ·su·vida
familiar. De este modo, la existenoia de una prejudicia-
·Iidad penal sólo hubiera estado justificada, en.todo caso,
si fos órganos jurisdiccionales hubieran 'procedido a dife­
renciar, dentro de los diferentes aspectos en presencia, .
cuales se hallaban directamente condicionados por el
resultado de las diligencias penales en curso y cuales
no. Lo que no hicieron y, de este modo~ dieron una injus­
tificada preferencia al enjuiciamiento' penal, soslayando,
en co,ntrapartida el mayor valor del derecho fundamental.

3. En definitiva, el presente supuesto debiera haber
recibido, a mi parecer, la misma solución que el resuelto
por la STC 241/1991. y, en todo caso, era obligado
que se hubiera abordado la relación_entre proceso penal

,y proceso civil de protección al honor, y, en este contexto,
los efectos de una cuestión de prejudicialidad penal,
dado los indudables riesgos que la misma entraña para
.la efectividad de los derechos fundamentales. Para lo
que basta. señalar un dato que el presente caso 'pone
claramente de relieve: que la dilación en la' tutela judicial
del derecho al honor puede conducir a una continuación
de informaciones periodísticas supuestamente'lesivas de
ese derecho, sin poder hacer frente a las .. mismas ni
instar la protección judicial. Resultado éste 'que, a mi
parecer, no se compadece en modo alguno con la efec­
tividad de los derechos fundamentales.

Madrid, veinticuatro de noviembre de mil novecientos
noventa y cincO.-Firmado: Julio Diego González Cam­
pos.-Rubricado.

27742 Sala Segunda. Sentencia 167/1995, de 20
de noviembre de 1995. Recurso de amparo
1.611/1993. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Aragón que desestimó recurso jurisdiccional
interpuesto por los·actores contra Resolución
de la Universidad de Zaragoza que denegó
su solicitud. de integración en el'Cuerpo de
Profesores Titulares de Escuela Universitaria.
Supuesta vulneración del derecho a la igual­
dad de fa aplicación de la ley.

La Sala' Segunda 'del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi..Sunyer y. don- Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY.

la siguiente
SENTENCIA

En e' recurso' de amparo núm. 1.611/93 promovido
por don José Lamas Pascual, doña María Luisa Muñoz
Aguilar, don José Luis Rubio Gracia, don Miguel Angel.
Huici Astiz, don José María ,Franco Ciria, don Manuel
Gitabert Nogues,don Francisco Tudela Patón y don José
Trigo López, bajo la representación. procesal del' Procu­
rador de los Tribunales don Francisco Reina Guerra, con­
tra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo. de'l Tribunal Superior de Justicia de Aragón, de
19 de abril de 1993, que desestimó el recurso juris­
diccional interpuesto por los actores contra la Resolución
de la Universidad de Zaragoza, de 18 de marzo de 1991,
que denegó su solicitud de integración en el Cuerpo
de Profesores Titulares de Escuela Universitaria. Han
comparecido el Abogado del Estado, el Ministerio Fiscal



12 Jueves 28 diciembre 1995 BOE núm. 310. Suplemento

y el Procurador de los Tribunales don Ramiro Reynolds
de Miguel, en nombre y representación de la Universidad
de Zaragoza. Ha sido Ponente el MagistradQ don Fer­
nando García-Mon y,González-Regueral. ,quien expresa
el parecer de la Sala. '

l. Antecedentes

1: El 20 de mayo de 1993 tuvo· entrada en el Regis­
tro General de este Tribunal un recurso de amparo pre­
sentado por don Francisco Reina Guerra, Procurador de
los Tribunales, en nombre y representación de don José
Lamas Pascual y otros. El recurso se 'dirige contra la
Resolución de la Universidad de Zaragoza, de 18 de
marzo de 1991, contra la desestimación presunta, en
virtud de silencio administrativo, del recurso promovido
frente a aquélla, ante el Ministerio de Educación y Cien­
cia; y, finalmente, contra, la Sentencia de la Sala de lo
ContenciosO-Administrativo del Tribunal Superior de Jus­
'ticia .de Arágón, de 19 de abril de 1993, que desestimó
el recurso jurisdiccional interpuesto por los hoy deman­
dantes de amparo.

2. La demanda, se. basa en los siguientes hechos:

a) Los recurrentes son profesores del Centro de
Enseñanzas Integradas de Huesca. Dicho Centro fue inte­
grado en la Universidad de Zaragoza por el Real Decreto
1025/1989, de 28 de julio. ' .

b) Los demandantes de amparo soli.citaron, a tenor
de lo dispuesto en el apartado 8.0 de la disposición adi­
cional decimoquinta de la Ley 23/1988, de Modificación
de la Ley de Medidas para la Reforrr-a de la Función
Pública, su integración en el Cuerpo de Profesores Titu-
lares de Escuela Universitaria. '\

c) Dicha solicitud fue desestimada por la Univer­
sidad de. Zaragoza mediante Resolución del Rectorado
de 18 de marzo de 1991, por cuanto que los solicitantes,
a'juicio de la Universidad,' no habían acreditado ,ser titu­
lares de materia específica de la Escuela Universitaria
integrada.

d) Contra esta Resolución interpusieron recurso'
administrativo ante el Ministerio de Educación y Ciencia'
que sería objeto de desestimación presunta por silencio
administrativo.

e) Agotada la vía administrativa, interpusieron recur­
so contencioso-administrativo ante la Sala competente
del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, que fue
resuelto por Sentencia de 19 de abril de 1993, deses­
ti.matoria de sus ·pretensiones.

3. En su' demanda de amparo aducen los actores
la vulneración de su derecho a la igualdad ex arts. 14
y 23.2 C.E., por .cuanto que el requisito de ser titulares
de materias específicas de Escuelas Universitarias, esta­
blecido por la disposición adicional decimoquinta, apar­
tado 8, de la Ley 23/1988, de 28 de julio, y cuya acre­
ditación condicionaba su integración en e~ Cuerpo de· ­
Profesores Titulares de Escuela Universitaria, fue inter- .
pretado por la Administración Universitaria de forma dis­
tinta a como lo había hecho en ocasiones precedentes,
en contra del informe' favorable de la Dirección General
de Enseñanza Superior, de 31 de octubre de 1990, y
con resultado' opuesto al acordado por otras Universi­
dades en las que, según alegan los actores, se procedió
a la integración en casos substancialmente iguales. De
este modo la Universidad de Zaragoza habría otorgado
injustificadamente un tratamiento distinto a quienes se
encontraban en situaciones idénticas, con vulneración
del principio de, igualdad que reconoce' el arto 14 C.E.
Por. su parte, la· Sentencia del Tribunal Superiór de Jus­
ticia de Aragón, al no reparar la denunciada lesión del
derecho a la igualdad de los actores, incurriría en ese

mismo vicio, con lesión del citado derecho fundamental.
La demanda concluye" interesando que se otorgue el
amparo y, mediante (~otrosb), se solicita la suspensión
de las resoluciones impugnadas.

4. Por providencia de ·17 de diciembre de 1993,
la Sección Cuarta de este Tribunal acordó la admisión
a trámite de la demanda de amparo y, a tenor de lo
dispuesto en el arto 51 LOTC, ordenó dirigir atenta comu­
nicación al Ministerio de· Educación y Ciencia para que,
en plazo no superior a diez días, remitiese copia adverada
del correspondiente expediente administrativo, así como
a la Sala de lo Contencioso-Administrativodel Tribunal
Superior de Justicia de Aragón, a fin de que, en igual
plazo, remitiese copia de las' actuaciones seguidas en
el recurso núm. 1443/90, en el que recayó la Sentencia
de 19 de abril de 199~; debiendo previamente emplazar
a quienes. hubiesen sido parte, para que pudieren, en
el plazo de días, comparecer ~n este proceso consti­
tucional. No obstante, no se admitió la demanda en rela­
ción con el recurrente don José Antonio Bailarín Bailarín,'
por carecer éste del, título exigido para la integración
solicitada y, en consecuencia, por no ventilarse en el
proceso de amparo algún derecho constitucional del que
pudiese ser titular. '

Por providencia del mismo día 17 de diciembre de
1993, la.Sección ordenó formar la pertinente pieza sepa­
rada de suspensión. Tras recibir ex arto 56 LOTC los
pertinentes escritos de la parte, del Abogado del Estado
y del Ministerio Fiscal, se dictó Auto,' de 17 de enero
de 1994, por el que la Sala Segunda acordó denegar
la suspensión interesada.

5. Por providencia de 17 de febrero de 1994, se'
acordó tener por personado y parte al Procurador de
los Tribunales don Ramiro Reynolds de Miguel, en nom­
bre y representación.de la Universidad de Zaragoza; acu­
sar recibo de las actuaciones remitidas y, conforme deter­
mina el arto 52 LOTC, dar' traslado de las mismas ..á las
partes personadas y al Ministerio Fiscal para que, en
el plazo común de veinte días, presentasen las al~ga­

alones que estimasen convenientes.

6. El escrito de alegaciones de los recurrentes fue
registrado ante e~te Tribunal el día ,16 de marzo de 1994.
Tras dar por reproducidos los argumentos ya aducidos
en su escrito' de demanda y explicar las razones por
las que no comparte el criterio interpretativo de la, Sala
a qua acerca de la exigencia legal de «título de materia
específica)), '6e detienen los actores en demostrar el tra­
tamiento desigual de que fueron objeto por la Admi­
nistración universitaria, con referencia a. lo acaecido en
otros Centros de Enseñanza de esa misma Unive'rsidad
e, incluso, ~n otras Universidades que habrían integrado
en el Cuerpo de Profesores Titulares dE! Escuela Uni­
versitaria a docentes que se encontraban en idéntica
situación a la suya. A la vista de esos términos de com­
paración, concluyen invocando la lesión de su derecho
a la igualdad ex arts. 14 y 23.2 C:E., por ser las reso­
luciones recurridas injustificadas y. no razonables. Final­
mente, y mediante «otrosÍJ) se interesa el recibimiento
a prueba del presente recurso de amparo.

7. La representación procesal de la Universidad de
Zaragoza presentó su escrito de alegaciones el día 11
de marzo de 1994. En el mismo se aduce, en .primer
lugar, la concurrencia de una causa de inadmisión de
la demanda. de,amparo que, en este trámite, conduciría
a la desestimación del recurso. En efecto, a juicio de
esta representación, los actores no cumplieron con el
requisito establecido en el arto 44.1 c) LOTCy consistente
en la invocación, tan pronto hubiera lugar para ello, del
derecho fundamental pretendidamente vulnerado. Así,
ni en la solicitud ,administrativa de integración, ni en
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el recurso de alzada promovidócontra la Resolución del
Rectorado que denegaba aquélla, se hizo mención por
los actores a la supuesta conculcación de los arts. 14
y 23.2 C.E., limitándose, en sus escritos, a propugnar
una determinada interpretación de la" no-rmativa legal
de aplicación al caso. Es, precisamente, esa discrepancia
sobre .el correcto entenrlimiento de las oportunas dis­
posiciones legales; la cuestión de estricta le,galidad ordi­
naria qua finalmente, se sometió al juicio de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo. Por' tanto, si los
recurrentes estimaban vulnerado su derecho a la igual­
dad debieron invocar expresamente ante el citado órga­
no jurisdiccional la lesjón de ese derecho fundamental
para perm;tir,en su caso, el amparo ordinario del mismo.

Es hh;Ú~ .... que,. en la. parte final de su r:e.curso juris­
diccional, se .,.menciona un supuesto. precedente de la
Universidad de Córdoba, no contrastado ni probado, en
vía jurisdiccional. Sin embargo, no es menos cierto que
no se alegó' expresamente la violación de derecho·. fun­
damental alguno. En todo caso, Ja simple mención/dé
un precedente administrativo podría estimárse como una
referencia tácita al principio de igualdad, pero en modo
alguno puede enteJ;lderse aludido el derecho del arto 23.2
C.E. En resumen, pues, el recurso no debió ser admitido
por lo que ahora ha de acordars'e la desestimación del
mismo. . .

Con carácter subsidiario a I·a anterior objeción decvia­
bilidad procesal de la demanda, señala esta represen­
tación que tampoco ha existido conculcación alguna de
los derechos' fundamentales aducidos en la demanda
de amparo. En primer lugar, porque el derecho a la igual­
dad en la Ley no se ve lesionado por la existencia de
precedentes administrativos. V, en segundo, lugar, por­
que no existe ningún pronunciamiento anterior del~Sala·
de lo ConteQcioso-Administrativo del· Tribunal Superior
de Justicia de Aragón, relativo a un supue.sto de hecho
idéntico al.planteado por tos actores, que se haya sepa­
rado del criterio mantenido en la Sentencia cuya impug­
nación ahora se pretende. Antes bien, el único prece­
dente conocido y acreditado es el constituido por.el
recursq contencioso-administrativonúm. 543/89, que
fue resuelto por Sentencia de la misma Satal de3 de
enero de 1990, y que también resultó ser desestimatoria
de las pretensiones de la parte actora. Si a' ello unimos
que las Sentencias de otros órganos jurisdiccionales dis­
tintos no' son,' conforme a reiterada doctrina constitu­
ciona,l, término idóneo de comparación a los efectos de
articular un eventual juicio de igualdad, es claro que
no se ha vulnerado el arto 14 e.E.

Concluye 'este alegato, haciendo referencia á la pre­
tendida lesión' del art.23.2 C.E. En este sentido, se advier­
te que no estamosen presencia de un supuesto de acce':'
so a la .función pública, sino de promoción dentro de
la propia carrera funcionarial (STC 29"3/19B3) y que,
además, 'no se dis.cute en este' proceso el tratamiento
diferenciac;Jo o discri.minatorio entre unos y, otros soli­
citantes de integración. Por el contrijrio, la cuestiÓnplan­
teada es de" estricta legalidad ordinaria pues, en defi­
nitiva, lo que se está discutiendo es la correcta fnter-'
pretación de las normas legales de aplicación al caso.
En virtud de todas estas razones, se interesa la dene-
gación del amparo solicitado. .. . .

'1. ,

8. Mediante escrito de. 17 de marzo de 1994, el
Abogado del Estado reiteró lo ya expuesto en su escrito
de personación, en el que se· señalaba la falta de legi­
timaciónpasiva de 'la Administración del Estado por no
ostentar competencias sobre la pretensión de los
recurrentes y. por ser una cuestión que sólo compete
a la Universidad de Zaragoza, puesto que la resolución
denegatoria del Ministerio de Educación y Ciencia n'o
es un acto administrativo, sino una habilitación para
recurrir en sede jurisdiccional.

9. El Ministerio Fiscal presentó .sus alegaciones el
día·21 de marzo de 1994. Después de reproducir some­
ramente los antecedentes fácticos del recurso, considera
el Ministerio Público que la invocación d~l" art.23.2 C.E.
no puede ser considerada como improcedente, puesto
que, si bien los recurrentes ya formaban parte de la
función pública con anterioridad a la interposición del
recurso, es lo cierto que el art. 2.3.2 C.E. es de aeliéación
a momentos ulteriores al acceso a la misma. Ahora bien,
no debe olvidarse la menor. intensidad con que opera
dicho precepto constitucional en esos momentos pos­
teriores al acceso a la función públic@ (STG 200/1991).
Por idénti,ca razón, tampoco puede desconocerse que'
estamos en presenci.a· de un derecho de configuración
legal. que, en este., caso, viene constituido por la dis­
posición adicional decimoquinta, 8.°, de la Ley 30/1984,
modificada por la Cey 23/1988. Según ésta, la integra
ción en el .cuerpo de Profesores Titulares, de Escuela
Universitaria. queda •condicionada al cumplimieAto de
tres requisitos, a saber: a) la- pertenencia al cuerpo de
funcionarios que se cita'; b) la posesión de. la titulación
requerida, yc) ser titular de materia específica. El cum­
plimiento de tales requisitos es una cuestión cuya com­
petenda corresponde, en principio, a los órganos .de la
ju~isdicción ordinaria, máxime, en supuestos como el pre-
,senteen '105 Clueno está en juego el acceso a la función
.pública., Pues· bien,: tanto la Universidad de Zaragoza,
como la Sala aquo.ehtienden motivadamente que no
concurre en los r~currentes" el tercero de los requísitos
legalmente exigidos; Siendo ello así, nocor~esponde al
Tribunal Constitucional valorat el significado y alcance
de esa exigencia legal, sobre todo, cuando la Sentencia
que se, impugna resuelve de lorma motivada y no arbi-
traria esa particular cuestión. ,

Tampoco ha existido, en criterio:del Ministerio Fiscal,
lesión alguna del derecho de igualdad. En primer 'Iugar,
porque no se aporta término de comparación, es decir,
no existen Sentencias contradictorias en casos idénticos.
Por el .conttario, la' Sala a quo cita variéiS resoluciones
en las que ha aplicado; los mismos criterios con ante­
rioridad. En segundo lugar, porque si bien se alega el
apartamiento por la Universidad de Zaragoza de lo~ pre­
cedentes ·adm'inistrativos seguidos por otras Universida­
des~ es lo cierto. que el" precedente admir;¡istrativo no
consagrado judicialmente no puede ser invocado como
elemento justificativo de una pretendidadiscrirninación
(STC 50/1986). Además, el reconocimiento constitucio­
nal de la autorlomíaljniversitaria permitiría que, en el
ejercicio de la misma, distintas Universidades alcanzasen
soluciones tambiérl distintas. Por todas estas razones,
el Minist~rio Público solicitó la desestimación de la pre-
sente demanda de amparo. ,¡J

10. Por providencia de 30 de junio de 1994, la Sec­
ción Tercera acordó, pr:evia audiencia de las partes, déne­
gar el recibimiento a prueba del asunto, sin' perjuicio
de la facultad para mejorproveer que se pueda ejercer
en relación con la misma, para el c~'so de que resultase
ser procedente. '

11. Por providencia de 16 de noviembre de 1995
se señaló para deliberación yvotación de esta Sentencia
el día 20 siguiente. '

11. Fundamentos jurídicos

1. La demánda de amparo se dirige contra la Reso­
lución del Rectorado de la Universidad de Zaragoza, de
18 de marzo de 1991, 'que denegó la solicitud de inte­
gración en el Cuerpo de Profesores Titulares de Escuela
Universitaria formulada por los hoy demándantes de
amparo; contra .Ia denegación presunta, por silencio" de
su recurso de 'alzada interpuesto ante el Ministerio de

JEducación y Ciencia; y, finalmente, contra la Sentencia
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de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Aragón, de 19 de abril de 1993,
que desestimo el ulterior recurso jurisdiccional.

Estamos en presencia de un recurso de amparo mixto,
toda vez que, a juicio de los actores, la interpretación
realizada por la Administración universitaria del requisito
de ser «titular de materia específica», contenido en' la
disposición adicional decimoquinta, apartado 8.°, de la
Ley 23/1-988 y que sirvió para denegar su solicitud de
integración en el Cuerpo, de Profesores Titulares de
Escuela Univ'ersitaria, supuso una aplicación desigual de
la ley contraria a los arts. 14 y 2'3.2 C.E, por cuanto
que otros docentes en situaciones similares habían sido
integrados por sus respectivas Universidades de origen
y; porque, además, la propi,a Universidad, de Zaragoza
habría acordado esa misma integración respectQ de otros
docentes que se encontraban objetivamente en idénticas
circunstancias a las suyas. Por .su parte, la Sentenciá'
de la" Sala de lo Contencioso-Administrativo no sólo
habría vulnerado el dere~ho a la igualdad por no corregir
la desigualdad administrativa denunciada, sino también
por desconocer ella misma precedentes jurispruden-
ciales. . .

No lo entienden así, ni el representante de la· Uni­
versidad de Zaragoza ni el Ministerio Fiscal, parp quienes

, las resoluciones administrativas recurridas y la Sentencia,
que las confirmó, selimit,aron a interpretar razonable­
mente las normas legales de aplicación al caso, sin que
concurran los presupuestos establecidos en la jurispru­
dencia constitucional para que pueda apreciarse una vul­
neración del derecho a la igualdad. . ,

2. Antes de entrar en el fondo del asunto, obligado
es atender a la objeción procesal de viabilidad de la
demanda, aducida por la representación de 'la Univer­
sidad de Zarago~a. En efecto, en su opinión, el presente
recurso de amparo debió ser inadmitido, puesto que los
actores no 'invocaronante el órgano' jurisdiccional ,la
lesión de los derechos fundamentales sobre los que aho­
ra articulan su queja' de amparo. En consecuencia, no
cumplieron con el requisito establecido en el art: 44.1 e)
LOTC, por'lo que, su demanda debió inad.mitirse ,al con­
currir la causa prevista en el arto 50.1 a) del mismo texto
legal

Ciertamente, ha de reconocerse que en él recurso
contencioso-administrativo, no se hizo formal invocación
de los arts 14 y 23.2 C.E. y, por tanto, de los derechos
fundamentales cuya vulneración ahora se denuncia. Aho­
ra bien, la razón de ser de este requisito procesal, conec­
tado a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo, ,
no es otra que la de permitir a los órganos jurisdiccio­
nales restaurar el derecho fundamental pretendidamente
vulnerado (SSTC 152/1987 y 164/1989, entre otras)
y gárantizar los derechos de'defensa de las otras partes
comparecientes en el proceso judicial previo (STC
77/1.989). Precisamente por ello, este requisito ha de
ser interpretado de modo flexible y finalista (SSrC
30/1986 y 105/1992).

, En el caso presente, según se deduce detalectura
del recurso contencioso-administrativo promovido por
los hoy demandantes de amparo, se hizo constar' ante
la Sala competente que existían precedentes de otras
Universidades y de la propia Universidad de Zaragoza
en los que, en supuestos similares al enjuiciado, se había
accedido a la solicitud de integración interesada. Se infie­
re, de este modo, que los actores denunciaron 'ante la
Sala a qua -si bien de forma implícita- la vulneración
de su derecho a la igualdad en la aplicación de la Ley,
y que el propio órgano jurisdiccional tuvo presente esa
circunstancia, como lo demuestra el hecho de haber
recabado ~n diligencias para mejof proveer- informe
del Ministerio de Educación y Ciencia sobre la eventual

exis~encia de ,antecedentes en (elación con la proble­
mática planteada. Sin embargo, no puede decirse lo mis­
mo respecto' al derecho de acceder en condiciones de
igualdad a los cargoS'públicos que reconoce el art.23.2
C.E., puesto ,que los, recurrentes no cuestionaron ante
la Sala la ilicitud de los requisitos legalmente estable­
cidos y que condicionaban su integración, sino, única­
mente, la interpretación,que de esos requisitos había
realizado la Administración Universitaria. En consecuen­
cia, la, queja de los actores ha de quedar limitada a la
pretendida vulneración de-! derecho a la igualdad en la
aplicación de la ley.

,3. Así delimitado el objeto del recurso, conviene
subrayar, desde un principio, que no corresp·oooe a este
Tribunal determinar cuál sea la interpretación legalmente
adecuada del requisito, de «ser titular de materiaespe­
cífica»cpntenido en la citada disposición adicional deci­
moquinta, apartado octavo, de la Ley 22/1988. Es ésta,
obviamente, una cuestión de estrictij legalidad ordinaria
cuya competencia, corresponde exclusivamente a los
Jueces y Tribunales ex arto 117.3ede la Constitución,
y que sólo cobraría relevancia constitucional en la medi­
da en que la interpretación mantenida por la Sala a q(,lo
vulnerase -por ilógica o arbitraria- el derecho a la tutela,
que reconoce el art. 24. 1 de la C.E. Pero ni el razo­
namiento contenido en la Sentencia sobre ese particular
merece esa calificación,' ni el derecho a la tutela judicial
es el ahora' pretendidamente vulnerado, ni, finalmente,
el recurso de amparo está «al servicio de la depuración
del actuar administrativo desde la perspectiva de su res­
peto a la Ley» (STC 50/1986, fundamento jurídico 2.°).

, Nuestro análisis debe contraerse, pues, a examinar
si tanto la Universidad de Zaragoza como, ulteriormente,
la Sala de lo Contencioso-Administrativo sostuvieron una
interpretación de la' legalidad di.stin~a a la mantenida
en otros casos objetivamente idénticos, con quiebra del
derecho a la igualdad de los hoy demandantes de
amparo.

En este sentido; no es ocioso recordar la doctrina
de este Tribunal sobre él derecho a la igualdad en la
aplicación de la ley, con mención específica, a lo decla­
rado en re,lación con el eventual desconoCimiento por
la Administración de sus propios precedentes. En efecto,
es doctrina reiterada y constante de este Tribunal que
el precedente administrativo no sancionado' por reso­
lución judicial carece de toda idoneidad para articular
un eventual juicio de iguald~d en la aplicación de la
Ley (por todas, STC 49/1982 y STC 175/1987). Por
esta razón, en la antes citada STC 50/1'986 (fundamento
jurídico 3.°) se declaró que «sin necesidad de determinar
si lo que la recurrente identifica como precedentes lo
fueron en realidad, es claro que la doctrina del· prece­
dente administrat~vo~stoes, la invocación de la hipo­
tética desigualdad resultante de la diferencia entre actos
administrativos- no puede fundamentár una pretensión
anté este Tribunal una vez que el acto supuestamente
distinto alas que le precedieron ha sido ~njuiciado, decla­
rándose su validez por el Tribunal competente, pues la
igualdad que la Constitución ga'rantiza es la igualdad
anté la Ley. Como es evidente, la Ley puede imponer
a la Administración una actuación necesaria cuando se
dan. determinadas circunstancias (y, en este caso, cuan­
do en igualdad de circunstancias se producen actua­
ciones distintas serán inválidas las ilegales, pero en nin­
gún caso podrá establecerse una comparación entre
ellas y las legales para argüir sobre la igualdad), o bien
puede dejar un margen más o menos amplio de decisi6n
para determinar los elementos fácticos relevantes en fun­
ción de los cuales situaciones semejantes han de ser
consideradas iguales o desiguales desde el punto de
vista de la actuación administrativa. En este segundo
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supuesto, que es quizás el más común y casi obligado
cuando se trata, como aquí es el caso, de decisiones
de la Administración sobre su propia organización, la
capacidad de autoorganización administrativa en el mar­
co de la Ley excluye toda posibilidad de que la simple
diferencia entre dos actos pueda consider~rse lesiva del
principio de igualdad)).

'4. Esto sentado, es evidente que las resoluciones
de otras Universidades -que gozan, además, de una
autonomía constitucionalmente reconocida ex arto 27. 1O
C.E.- sobre la integración de estos docentes en el Cuerpo
de Profesores Titulares de Escuela Universitaria, o las
de la propia Universidad de Zaragoza resPecto de situa­
ciones pretendidamente similares y cuya identidad obje­
tiva no fue~ en todo caso, acreditada en el proceso judicial
a quo, no pueden, operar ahora como términos idóneos
de comparación a los efectos de realizar un eventual
juicio de igualdad en la aplicación de la Ley..

La cuestión se, reduce, de este modo, a determinar
si la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Aragón se. apartó inmotivada­
mente de sus propios precedentes jurisprudenciales,
declarando, en casos similares al enjuiciado, la confor­
midad a la Ley, de resoluciones dictadas por la propia
Universidad de Zaragoza y en las que, no obstante, se
permitía esa integración en el Cuerpo de Profesores Titu­
lares de Universidad, mediante una interpretación del
requisito legal de «ser titular de materia específica))
opuesta y diferente de la realizada en el caso que ahora
nos ocupa.

Pues bien, según consta en la Sentencia cuya impug-.
nación ahora se pretende (fundamento de derecho
segundo), la Sala aquo resolvió la controversia suscitada
entre los hoy demandantes de amparo y la Universidad
de Zaragoza, de acuerdo con la interpretación que de
la mencionada disposición 'adicional decimoquinta, apar­
tado 8, de la Ley 23/1988, había realizado en pronun­
ciamientos jurisdiccionales anteriores que expresamente
cita. Siendo ello así, es claro que el órgano judicial aten­
dióa sus propios precedentes sobre la materia, por lo
que tampoco cabe apreciar vulneración alguna del dere­
cho a la igualdad en la aplicación de la ley, pues, como
se declaró en la STC 63/1984, lo que este derecho
exige «no es tanto que la Ley reciba siempre la 'misma
interpretación a efectos de que los sujetos a los que
se aplique resulten siempre idénticamente afectadOs,
sino que no se emitan pronunciamientos arbitrarios por
incurrir en desigualdad no justificada en un cambio de
criterio que pueda reconocerse como tal, es decir, como
solución genérica conscientemente' diferenciada de la
que anteriormente se venía manteniendo, y no como
respuesta individualizada al con€reto supuesto plantea­
do)). Nada ,de ello ocurrió en e~'caso presente, en el
que la Sala de lo Contencioso-Administrativo se limitó
a apJicar sus propios precedentes jurisprudenciales sobre
la cuestión debatida.

En· virtud de cuanto antecede, la presente demanda
de amparo ha de ser desestimada, pues ni los prece­
dentes administrativos sirven para sustentar una preten­
sión de desigualdad en la aplicación de la Ley, ni el
órgano judicial abandonó arbitrariamente su Unea juris­
prudencial anterior.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOl A

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el' «Boletín Oficial' del
Estado)).

, Dada en Madrid, a veinte de noviembre de mil nove­
cientos noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernan­
do Ga.rcía-Món y González-Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados.

27743 Sala Segunda. Sentencia 168/1995, de 20
de noviembre de 1995. Recurso de amparo
2.077/1993. Contra Sentencia de la Audien­
cia.Provincial de Cádiz confirmatoria en ape­
laCión de la del Juzgado de lo Penal núm. 3
de la misma ciudad condenatoria por delito
de injurias graves. Inexistencia ,de invocación
previa del derecho supuestamente vulnerado:
subsidiariamente del recurso de amparo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-

; pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrádos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA,
. En el recurso de amparo núm. 2.077/93, promovido
por don Fernando Tejedor Martín, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña María José Millán
Valero y asistido por el Letradodon José Ignacio Aguilar
García, contra la Sentencia de la Sección Cuarta de la
Audiencia Provincial de Cádiz, de 8 de mayo de 19·93
(rollo núm. 174/92), confirmatoria en apelación de la
del Juzgado de lo Penal núm. 3 de Cádiz186/92, de
28 de abril, condenatoria por delito de injurias leves.
Ha comparecido don·Horacio Rodríguez de León Sotelo,
representado por el Procurador de los Tribunales don
Santos GandariUas Carmona y asistido por la Letrada
doña Marta de Corral Noreña, y ha intervenido el Minis­
terio Fiscal,. Ha sido Ponente el Magistrado don Caries
Viver Pi-Sunyer, quién expresa el parecer de I~ Sala.

1. Antecedentes

1.. Medi~nte escr!to. registrado en el Juzgado de
GuardIa el dla 23 de JUniO de 1993 y en este Tribunal
el día 25de junio, doña María José Millán Valero, Pro­
curadora de los Tribunales, interpone recurso de amparo
en nombre de don. Fernando Tejedor Martín contra la
Sentencia de la que se hace mérito en el encabezamien­
to. En la demanda se incluye asimismo solicitud de sus­
pensión de la ejecución de la resolución recurrida y de
la condenatoria que confirma.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre­
tensión de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El fallo de la Sentencia del Juzgado de lo Penal
núm. 3 de Cádiz 186/92, de 28 de abril, condenó al
hoy recurrente a la pena de 100.000 pesetas de multa,
con arresto sustitutorio de un día por cada 3.000 pesetas
o fracción de esta· cantidad, por la autoría de un delito


